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impuéstos por el arto 51.3 de la L.O.F.C.S. y. en con­
secuencia. no cabe declarar la instada inconstituciona-
lidad de este precepto de la Ley gallega. '

FALLO

En atención a· todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el. presente recurso de ¡nconstituciona­
lidad,

Publrquese esta'Sentencia en el llBoletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a ocho de marzo de mil novecientos
noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Luis López Guerra.-Fernando García-Mon y
González-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.--Euge­
nio Díaz Eimil.~Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente Gime­
no Sendra.-José·· Gabaldón López.-Rafael de Mendizá­
bal Allende.-Julio Diego González Campqs.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Firmado y rubricado.

Pleno. Sentencia 87/1993. de 11 de marzo.
Conflictos positivos de competencia
359/1986. 959/1987, 971/1987 Y
263/1988 (acumulados). Promovidos por el
Gobierno Vasco y por la, Generalidad Valen­
ciana. en relación con determinados precep­
tos de/Real Decreto 2254/1985, de 20 de
noviembre, dictado en desarrollo del Título I
de la Ley 13/1885. de 25 de mayo, y del
Real Decreto 32 1/1987. de 27 de ff;Jbrero,
sobie regulación del coeficiente de inversión
obligatoria de las Entidades de depósito, así
como en relación al Acuerdo del Consejo de
Ministros de 6 de noviembre de 1987, que
denegó la autorización solicitada por la Gene­
ralidad Valenciana para emitir Deuda Pública,
Serie A.

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por
dón Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presidente;
don Luis López Guerra. don Fernando García-Mon y Gon­
zález-Regueral. don Carlos de la VegaBenayas. don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo. don Vicente
Gimeno Sendra. don José Gabaldón López; don Rafael
de Mendizábal AI,lende. don Julio Diego González Cam­
pos. don Pedro Cruz VillaIón y don Caries Viver Pi-Sunyer.
Magistradps. ha pronuneiado . ,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En los conflictos positivos de competencia acumu­
lados núms. 359/86; 959/87; 971/87, y 263/88. pro­
movidos por el Gobierno Vasco y por la Generalidad

. Valenciana. en relación con determinados preceptos del
Real Decreto 2554/1985. de 20 de noviembre. dictado
en desarrollo del Título I de la Ley 13/1985. de 25
de mayo. y Real Decreto 321/1987. de 27 de febrero.
sobre regulación del coeficiente de inversión obligatoria
de las Entidades de depósito. así como en relación al
Acuerdo del Consejo de Ministros de 6 de noviembre

de 1987. que denegó la autorización solicitada por la
Generalidad Valenciana para. emitir Deuda Pública.
Serie A. Ha comparecido el Abogado del Estado y ha
sido Ponente el Magistrado don Pedro Cruz Villalón.
quien expresa el parecer del Tribunal.

l. Antecedentes

1. .El 3 de abril de 1986 tuvo entrada en el Registro
de este Tribunal un escrito del Abogado del Gobierno
Vasco. don Javier Madariaga Zamalloa•. por el que se
plantea. en nombre y representación del Gobierno Vasco
y frente al Gobierno de la Nación. conflicto positivo de
competencia en relación al arto 7.1 y 2 del Real Decr~to
2254/1985. de 20 de noviembre. por el que se desarro- ,
Ha el Título I de la Ley 13/1985. de 25 de mayo. Por
este escrito. registrado con el núm. 359/86. se solicita
de este Tribunal dicte Sentencia declarando que los pre­
ceptos impugnados no respetan el orden constitucional
de distribución de competencias y que la titularidad de
la competencia controvertida corresponde a la Comu­
nidad Autónoma del País Vasco.

Los términos del conflicto y su fundamentación jurí­
dica. de acuerdo con el escrito de planteamiento. son.
en lo sustancial. los siguientes:

A) Comienza el Abogado del Gobierno Vasco advir­
tiendo que. dada la conexión del' Real Decreto
2254/1984 con el Título I -en particular. arts. 3 y 5­
de la Ley 13/1985. j1rocede remitirse a las conside­
raciones'generales que ya fueron expuestas en el recurso
de inconstitucionalidad planteado frente a dicha Ley. una
vez que resultan de necesaria aplicación al presente
conflicto.

No oQstante. se reitera que. en relación a la materia
que regula el Real Decreto. la Comunidad Autónoma
Vasca ha asumido. de acuerdo con el art 149.1.11.a e.E..
la$ competencias referidas en los arts. 10.26 y 11.2. a)
deIEAPV.

B)lS.n lo que atañe a la impugnación del arto 7.1
del Real Decreto 2254/1984. tras argumentar que las
diversas formas de financiaCión constituyen uno de los
pilares fundamentales sobre. los que se asienta la política
sectorial que puede ejercer· la propia Comunidad Autó­
noma. garantizándose por ello el principio dé autonomía
financiera (arts. 156 CE. 40 EAPV y 1.1 LOFCA). se
puntualiza. ya por relación concreta al precepto impug­
nado. quera determihación de la rentabilidad efectiva
de determinadas operaciones crediticias repecto de cier­
tos activos financieros. tal y como se formula. conduce
a la creación de unos activos preferenciales por la vía
de la discriminación de su rentabilidad. en cuanto se
crean unas condiciones desiguales en el mercado de
activos financieros. Con ello no se permite a la Comu­
nidad Autónoma hacer una política sectorial propia. sino
que por el contrario se permite que sea el Estado el
que adopte criterios determinantes y condicionantes en
relación con aquélla. ·Iimitando las competencias autO­
nómicas. Esta situación. además. se ve agrava'tla por
la circunstancia de que las entidades de crédito tienen
libertad para optar por unos u otros activos. lo que dará
lugar a que aquéllas opten por activos de mayor ren­
tabilidad en perjuicio de los títulos o créditos calificados
por la Comunidad Autónoma Vasca como computables.

Asimismo. debe tenerse presente que es el propio
Tesoro. a través del Banco de España. quien fija las retri­
buciones de los pagarés. lo que; unido a que esa retri­
bución resulta inferior a la de otros títulos. fácilmente
se comprenderá que ello supone un claro perjuicio para
la política programada de carácter sectorial que-pretende
adoptar la Comunidad Autónoma.
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Por último, el art. 7 que se impugna, en lo referente
a la emisión de Deuda Pública por la Comunidad Aut~
noma. vulnera el principio de igualdad que debe obser­
varse entre esa Deuda y la Deuda Pública del Estado,
tal como resulta del art. 14.5 de la LOFCAy del Acuerdo
del Consejo de Política Fiscal y Financiera de las Comu­
nidades Autónomas de 19~4 [apartado 2.1 a)]. Y es
que una cosa es determinar los límites máximos y míni­
mos. con carácter general para todos los activos finan­
cieros, permitiendo dentro de estos márgenes el libre
juego por parte de las Comunidades Autónomas, y otra
muy distinta es lo que se establece en el arto 7 del Real
Decreto 2254/1985, donde no sólo se establecen dif~

rencias de rentabilidades en relación con determinados
". activos, sino, asimismo, en función de quien sea el titular

de las mismas, tal como sucede en el caso de la emisión
de Deuda Pública, vulnerándose de esta forma lascom­
petencias de la Comunidad Autónoma.

2. Por providencia de 9 de abril de 1986, la Sección
Primera de este Tribunal acordó admitir a·trámite el con­
flicto planteado; dar traslado de la demanda y documen­
tos presentados al Gobierno de la Nación; dirigir oficio
al Presidente del Tribunal Supremo para conocimiento
de la Sala de 10Contencioso-Administrativo a los efectos,
en' su caso, de lo'dispuesto en el art. 61.2 de la LOTC,
y publicar la incoación del conflicto en los Boletines 'Ofi­
ciales del Estado y del País Vasco para general cono­
cimiento.

3. Mediante escrito presentado el 18 de julio de
1986. el Abogado del Estado suplicó de este Tribunal
dicte Sentencia declarando la titularidad estatal de las
competencias controvertidas, formulando a tal efecto las
siguientes alegaciones:

A) Con carácter general, advierte el Abogado del
Estado. que, dada la conexión· existente entre los con-

. flictos planteados y los recursos de inconstitu~ionalidad

acumulados 800 y 801/85 interpuestos contra deter­
minados preceptos del Título I de la Ley 13/1985, es
claro que sólo los contenidos normativos en que el Real
Decreto 2554/1985, incorpora unnovum respecto a
los preceptos de la Ley habilitante y objeto de desarrollo
resultarán enjuiciados con la sentencia qúe resuelva los
conflictos, pues en lo que atañe a aquellos atros pr~

ceptos en los que la norma reglamentaria reproduCe
determinaciones ya contenidas en la Ley 13/1985, el
pronunciamiento relativo a la c:;onstitucionalidad de tales
preceptos legales extenderá naturahnente su eficacia a
la resolución de los mismos.

B) El análisis, en concreto, de los preceptos con­
trovertidos se desarrC!"a, por lo demás. de la siguiente
forma: .

a) La impugnación del art. 4.1 a) y b), en relación
con los arts. 2 y 5.1 y 2, tados del Real Decreto
2254/1988, se fundamenta en argumentaciones ya
aduCidas en los recursos de inconstitucionalidad acu­
mulados 800 y 801/85 frente a la constitucionalidad
del arto 4.1 y primera proposición del arto 5.2 de la
Ley 13/1985.

De este modo, se denuncia la omisión en el art. 4.1
a) y b) del Real Decreto de cualquier obligación o garantía
en relación a la adquisición de los activos, emitidos o
calificados por las Comunidades Autónomas, que recoge
el núm. 8 del arto 2 de la misma norma reglamentaria.
Pero al igual que se dijo en aquella ocasión, el art.3.2
de la Ley 13/1985, expresivo de la competencia auto­
nómica para -con respeto alas bases estatales- impo­
ner el correspondiente subcoeficiente a las entidades
incluidas en su ámbito compeJencial, priva de contenido
a la imputada inconstitucionalidad por omisión del arto
4.1 de la Ley 13/1985y de su desarrollo reglamentario.

Asimismo, en cuanto a la delimitación del ámbito de
la calificación autonómica de activos que, según el párra­
fo tercero del art. 4.1 a) del Real Decreto, alcanza úni­
camente a las Cajas de Ahorro y Cooperativas de Crédito,
el pronunciamiento que el Tribunal Constitucional adopte
respecto del art. 4,1 de la Ley 13/1985 vendrá a pro­
yectar sus efectos también en la controversia sobre el
precepto reglamentario, por lo que no cabe sino remitirse
a lo ya alegado con ocasión de los señalados recursos
de inconstitucionalidad.

Finalmente, la pretendida discriminación de los títulos
emitidos por las Comunidades Autónomas por relación
a los emitidos por el Estado, con infracción, además,
del arto 14.5 de la LOFCA. nuevamente es reproducción
de lo ya expuesto en la impugnación del arto 5.2. primera
proposición, de la Ley 13/1985. La constitucionalidad
de éste determinará, pues, la constitucionalidad de la
norma reglamentaria.

b) La controversia suscitada respecto del arto 7.1
y 2 del Real Decreto 2554/1'985 se asienta, en primer
término, en la discriminación resultante de impaner,fren­
te a la rentabilidad incondicionada de la Deuda del Esta­
do y del Tesoro y de los títulos de Crédito Oficial, una
afección o limitación, totalmente injustificada. en las
competencias de la Comunidad Autónoma de Cataluña;
y, en segundo lugar, el Gobierno Vasco alega que. junto
a la vulneración· de la igualdad de trato exigida por
el art. 14.5 de la LOFCA. al no existir en la Ley 13/1985,
un subcoeficiente o porcentaje de inversión obligatoria
específicamente referido a títulos emitidos o calificados
por las Comunidades Autónomas, se viene a desconocer
el Acuerdo adoptado en el Consejo del Política Fiscal
y Financiera de las Comunidades Autónomassobre coor­
dinación de endeudamiento público para 1984 y, sobre
todo, se manifiesta la incompetencia del Estado, incluso
partiendo del arto 3 de la Ley 13/1985~ para fijar las
rentabilidades de los títulos emitidos por las Comuni­
dades Autónomas.

Pues bien, debe tenerse presente que el referido
art. 7 no fija las rentabilidades de los títulos emitidos.
por las Comunidades Autónomas sino los límites, máxi­
mo y mínimo, respetando los cuales la fijación concreta
de la rentabilidad para las operaciones calificadas por
las Comunidades Autónomas corresponde a éstas
(art. 7.1, párrafo tercero, último inciso). Además, el
desarrollo reglamentario efectuado en el art. 7 se corres­
ponde exactamente ala habilitación legal contenida en
el arto 3.3 de la Ley 13/1985, precepto que. sin embargo,
no ha sido. impugnado en los recursos de inconstitu­
cionaliqad acumulados 800 y 801/85. Esta circunstan­
cia obliga, no obstante. a señalarque lo que las normas
estatales, legal y reglamentaria, imponen es el ejercicio.
de la competencia autonómica para fijar la rentabilidad
de los títulos por ellas emitidos como computables den­
tro de unos límites máximo y mínimo.

Clarificado así el significado de la norma controver­
tida, el art. 149.1.11.a y 13.a C.E., da cobertura com­
petencial al establecimiento por el Estado de los seña­
lados límites. máximo y mínimo~ de la rentabilidad efec­
tiva de las operaciones crediticias mencionadas en el
art. 2; núm. 8, del Real Decreto, lo que se adecua a
lo dispuesto en los arts. 45.2 del EAPV y 51.2 del EAC.

Además. esos límites se justifican materialmente en
la necesidad de establecer para el conjunto de las emi­
siones públicas que salgan al mercado una efectiva coor­
dinación respecto a los tipos de interés. Y. en la medida
en que sea conciliable con tal exigencia, a la decisión
autonómica se le reconoce un margen flexible para poder
adecuarse a sus propias políticas sectoriales, sin perjuicio
de que sea el Tesoro a través del Banco de España,
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y no el libre juego de la oferta y la demanda, quien
determine las rentabilidades que han de operar como
punto de referencia.

Por último, el que las decisiones autonómicas queden
sometidas a unos límites, ni supone negar a los títulos
emitidos por las Comunidades Autónomas la conside­
ración, a todos los efectos, de fondos públicos (artsA1.3
EAPV y 51.3, EAC), ni vulnera el ar1. 14.5' de la LOFCA.
En cuanto al Acuerdo del Consejo de Política Fiscal y
Financiera que se invoca, ninguna relevancia puede tener
para impedir qlje, modificada por la Ley 13/1985, la
regulación de los coeficientes de inversión de los inter­
m~diarios financieros, el Estado, en ejercicio de sus com­
petencias, haya establecido una técnica distinta para deli­
mitar la fijación autonómica de los tipos de interés.

c) La impugnación del arto 8.3 y 4 resulta, asimismo,
infundada, ya que la atribución al Banco de España de
las facultades de que se trate (Disposición final segunda
de la Ley 13/1985), responde a la indisociabilidad de
las mismas respecto de la ordenación básica del crédito,
lo que igualmente se aprecia en la Disposición adicional
primera de la Ley 31/1985, de 2 de agosto, de regu- ,
lación de normas básicas sobre órganos rectores de las
Cajas de Ahorro.

4. El 10 de julio de 1987 tuvo entrada en el Registro
de este Tribunal un escrito del Letrado Jefe del Gabinete
Jurídico de la Generalidad Valenciana, don Fernando
Raya Medina; por el que se plantea, en nombre y repre­
sentación de la Generalidad Valenciana y frente al Gobier­
no de la Nación, conflicto positivo de competencia en
relación a los arts.2.1 c) y 3.2 del Real Decreto
321/1987, de 27 de febrero" sobre regulación (:feI coe­
ficiente de inversión obligatoria de las entidades de depó­
·sito. Por este escrito, registrado con el núm. 959/87,
se solicitó de este Tribunal dicte sentencia por la que
dichos preceptos se declaren nulos y sin efecto en el
ámbito territorial de la Comunidad Valenciana, por con­
trariar el orden constitucional de distribución de com­
petencias. Mediante «otrosí», al amparo del arto 64.3
de la LOTC, se solicitó la suspensión de los preceptos
objeto de la controversia.

Los términos del conflicto i su fundamentación jurí­
dica, de acuerdo con el escrito de planteamiento, pueden
resumirse, en lo sustanc[al. de la siguiente manera:

A) Comienza afirmándose que, desde el Real Decre­
to 2869/1980, de 30 de diciembre, la legislación estatal
ha ido limitando continuamente el campo económico
de colocación de títulos de renta fija emitidos por las
Comunidades Autónomas, llegando prácticamente a
imposibilitar que éstas puedan obtener recursos a través

, de su Deuda Pública tras la aprobación del Real Decreto
321/1987 objeto de la controversia. En ese proceso,
la Ley 13/1985, de 25 de mayo, ha supuesto una res­
tricción importante (art. 4), si bien, en el arto 3.2 aun
se dejan a salvo las facultades que puedan corresponder
a las Comunidades en relación con la determinación de
los activos en que han de materializar los intermediarios
financieros sus obligaciones de inversión. No obstante,
con el Real Decreto 2254/1985 se restringieron lasposi­
bilidades de financiación de las Comunidades Autóno­
mas a través de la emisión de títulos de Deuda Pública
yse limitó la posibilidad de calificar determinados cré­
d~to:> c0!110 de.obligatoria inversión para los interme­
dlanos financieros y, especialmente, para las Cajas de
Ahorro y las Cooperativas de Crédito. Se llega así al
Real D.~creto 321 (" 1.987 que, teniendo por objeto la
red~ccl.on del coeflcle':lte de inversión obligatoria, con
la finalidad. pues, de liberar recursos de las entidades

, de' crédito, provoca un estrangulamiento financiero casi
total de las Comunidades Autónomas y supone un per-
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juicio para el ejercicio de sus legítimas competencias '
y para la prestación de 'los servicios públicos que les
están encomendados.

De este, modo, de acuerdo con lo dispuesto en los
arts. 2 y3 del Real Decreto 321/1987, es claro que
se vulnera la autonomía financiera de las Comunidades
Autónomas, dada la dificultad que' supondrá el utilizar
la emisión de Deuda Pública como recurso de las mis­
mas, tal como. autoriza, .sin embargo, el arto 4.1 f) de
la LOFCA; y, a la vez, dadas las diferencias existentes.

,con la Deuda Pública estatal. se les discrimina a pesar
de la prohibición expresa del arto 14.5 de la misma
LOFCA.'

B) Tras precisar los títulos competenciales del Esta­
do (art. 149.1.11.8 y 13.8 C.E.) y de la Comunidad Valen­
ciana (arts. 34.1.1.8 ,4.8 y 6.8 y 32.1.4.8

, EAV), y resaltar
la trascendencia del principio de autonomía financiera
de las 'Comunidades Autónomas .que consagra el arto
156 C.E., se precisa que lo que en el presente conflicto
se discute no es la titularidad de la competenciapar~

dictar la norma controvertida, sino el ejercicio abusivo
de esta competencia, pues de la forma en que se ha
hecho se impide o menoscaba gravemente el ejercicio
legítimo de las compete"ncias autonómicas, al privar a
las Comunidades Autónomas de'uno de los más impor­
tan~es recursos para poder articular una política propia
y la defensa de sus intereses peculiares.

Más en concreto, la autonomía financiera queda gra­
vemente erosionada al·cercenarse la posibilidad de obte­
ner ingresos a través de la Deuda Pública, siendo éste
un capítulo importante-de su financiación, máxime cuan­
do la suscripción es por parte de los intermediarios finan­
cieros. De este modo, por vía indirecta y en c1araopo­
sición a las competencias autonómicas, el Gobierno cen­
tral. utilizando sus competencias sobre el sistema mone­
tario y la planificación general. yugula una vía de finan­
ciación de las Comunidades Autónomas sin justificación
de ningún tipo. Tan es así, que el Real Decreto
321/1987, y en relación a las Cajas Rurales, llega, inclu­
so, a dejar sin efecto totalmente el arto 4.1 de la Ley
13/1985, desconociendo que sobre esas entidades lá
Generalidad Valenciana goza de competencia exclusiva.

y jUl)to a ello, se limita también la competencia de
la Comunidad Valenciana sobre planificación de su acti­
vidad económica, ya. que son las emisiones de Deuda
Pública las que mejor sirven para cumplir los objetivos
de planificación económica, que pueden variar de un
año a otro. .

C) Finalmente, con extensa cita de la dqctrina de
la STC 1/1982, se insiste en que de la jurisprudencia
constitucional c1ararher'lte se desprende que las com­
petencias estatales no pueden anular el ejercicio de las
competencias autonómicas, ni suponer que las Comu­
nidades Autónomas se queden sin competencias finan­
cieras, sin la posibilidad de colocar Deuda Pública auto­
nómica y, por tanto, sin margen de acción política agraria,
industrial o pesquera.

A ello ~boca, sin embargo, elReal Decreto 321/1987,
pues, con arreglo a lo dispuesto en su arto 3.2, es claro
que las entidades de depósito, y entre ellas las Cajas
de Ahorro, sólo disponen de un 1 por 100 de sus recur­
sos computables para destinar a títulos emitidos o cali­
ficados por las Comunidades Autónomas y en ningún
caso con carácter obligatorio, pues ese porcentaje puede
ser también destinado a Deuda Pública del Estado. En
suma, dado que el límite establecido por el arto 4 de
la Ley 13/1985 es un límite máximo del 20 por 100,
puede suceder. que las Cajas de Ahorro y las Coope­
rativas de Crédito no lleguen a invertir absolutamente
nada en títulos emitidos por las Comunidades Autóno­
mas o calificados por ellas como computables.

1
i

-.
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y en cuanto a las Cajas Rurales, la situación aun es
peor, ya que se les exige un mínimo del 8 por 100
de inversión en activos del grupo de Deudas del Estado,
y el 3 por 100 restante ha de destinarse necesariamente
á alguno de los activos del arto 2.1 c), es decir, a activos
determinados por el Gobierno, o a títulos emitidos por
el Banco de Crédito Agrícola. Así pues, las Cajas Rurales
no tienen absolutamente ninguna obligación de invertir
en activos que sean calificados por la Comunidad Autó­
noma, con lo que si lo hacen, dependerá de su voluntad
y siempre por encima del coeficiente del 11 por 100
que ineludiblemente tendrán' que invertir en los activos
determinados por el Gobierno de la Nación.

5. Por providencia de 22 dé julio de 1987, la Sec­
ción Cuarta de este Tribunal acordó admitir a trámite
el conflicto planteado; dar traslado de la demanda y dpcu­
mentos presentados al Gobierno de la Nación;. dirigir
oficio al Presidente del Tribunal Supremo para conoci­
miento de la Sala de lo Contencioso-Administrativo a
los efectos, en su caso, de lo dispuesto en el arto 61.2
de la LOTC; oír al Abogado del Estado acerca de la sus­
pensión de los preceptos impugnados interesada; y publi­
car la incoación del o conflicto en el IIBoletín Oficial del
Estado» y en elllDiario Oficial de la Generalidad Valen­
ciana»;

Por Auto de 1 de octubre de 1987, el Pleno del Tri­
bunal acordó no acceder a la suspensión solicitada.'

6. ,El 11 de julio de 1987 tuvo entrada enel Registro
de este Tribunal un escrito de los Letrados del Depar­
tamento de Presidencia, Justicia y Desarrollo Autonó­
mico del Gobierno Vasco, Ion GurutzEtxabe Aranzabal
y don Juan Luis Diego Casals, por el que se plantea,
en nombre y representación del Gobierno Vasco y frente
al Gobierno de la Nación, conflicto positivo de compe­
tencia contra los arts. 2:1b) y c); 3.2; 4.1, Y 5, párrafos.
segundo y tercerp del Real Decreto 321/1987, de 27
de febrero, por el que se regula el coeficiente de inversión
obligatoria de las ,Entidades de depósito. Por este escrito,
registrado con el núm. 971/87, se solicita que este Tri­
bunal dicte sEmtencia por la que se declare que los refe­
ridos preceptos no resp~tan el orden constitucional de
distribución de competencias, correspondiendo la titu,
laridad de la competencia controvertida a la o Comunidad
Autónoma Vasca.

Los términos del conflicto y su fundamentación jurí­
dicas de acuerdo con el escrito de planteamiento, son,
,en lo sustancial, los siguientes:

A) Con' carácter previo, se advierte de la relación
existente entre el presente conflicto o. yel recurso de
inconstitucionalidad núm. 801/85 planteado frente a la
Ley 13/1985 y se procede a reiterar la distribución com-

'petencial entre el Estado y la Comunidad Autónoma del
País Vasco en materia de Entidades de depósito [arts.
149.2.11.8 y 13.8 C.E. y 10.26 Y 11.2 a) del EAPVJ,
tratando de fijar los criterios precisos para la determi­
nación de lo básico.

Se insiste, no obstante, al hilo de la STC 158/1986,
fundamentos jurídicos 3.° y 4.°, en qué los criterios que
se deben utilizar para determinar lo básico en una mate­
ria han de tener como objetivo el lograr un equilibrio
entre los principios de unidad y de autonomía, o entre
el interés general común y el interés general propio de
cada Comunidad Autónoma. Equilibrio que se romperá
si las bases van más allá de lo indispensable para garan­
tizar ese interés general, impidiendo la existencia dé un
régimen jurídico autonómico que tenga la posibilidad
de incorporar operaciones legislativas diversas. Y junto
a ello, se reiteran, igualmente, una serie de considera­
ciones sobre laexcepcionalidad que debe regir la apa-

rición de potestades ejecutivas a favor del Estado al
amparo de su competencia sobre las bases.

Se examina, asimismo, el régimen de distribución de
competencias, ya particularizado, en materia de inver­
siones obligatorias de las Entidades de depósito, pro­
cediendo, al respecto, a un análisis detallado de la Ley
13/1985 y se concluye que, en esta materia. la Comu­
nidad Autónoma del País Vasco debe tener competencia
para determinar activos (conforme al arto 3 de la Ley
13/1985) en los que las Entidades radicadas en su terri­
torio materialicen su obligación de inversión; debe tener
también asegurado un porcentaje dé los recursoscom~

putabies de estas Entidades que dElben invertir en los
activos de la Comunidad Autónoma. determinándose ese
porcentaje en relación al volumen de competencias asu­
mido; y, finalmente, dentro de ese porcentaje, la Comu­
nidad Autónoma Vasca debe poder determinar la obli­
gación concreta de inversión en cada uno de los activos
por ella calificados, sujetándose, a tal efecto. a las pres­
cripciones del arto 5.2 y 4 de la Ley 13/1985.

Con ello, se habrá dotado a la regulación en la materia
de una uniformidad esencial y, a la vez, en relación al
volumen de competencias respectivo, se habrán dado,
tanto al Estado como a las Comunidades Autónomas,
unas coordenadas iguales de actuación, posibilitando
una política efectiva de ambos en el campo de las obli­
gaciones de inversión de las Entidades de depósito y
una política de planificación en el desarrollo de sus polí­
ticas sectoriales, lo cual constituye el objetivo esencial
de la regulación de esta materia.

B) El análisis de los diversos preceptos reglamen­
tarios objeto de la; controversia, se desarrolla de la
siguiente forma:

a) El arto 2.1b) padece. por la referencia qUE! realiza
, al arto 4 de la Ley 13/1985, del que trae causa, de
todos los defectos de inconstitucionalidad que se han
imputado a aquél en el recurso núm. 801/85.

Se reitera. por ello, que, de una parte, la competencia
normativa autonómica [arto 10.26 y 11.2 a) del EAPV]

, queda vaciada totalmente al impedirse que pueda fijar
activos de inversión para las Entidades de depósito domi­
ciliadas en la Comunidad Autónoma que no sean Cajas
de Ahorro o Cooperativas de Crédito. es decir. Bancos
privados y demás Entidades a las que se refiere el arto 1
de, la Ley. Y de otro lado, esa vulneración se produce
igualmente dado el límite que se establece en orden
a la inversión de las Entidades de depósito en activos
fijados por la Comunidad Autónoma. pues la fijación del
límite no se ha realizado conforme a la ordenación terri­
torial del Estado, al preverse un único porcentaje común
a todas las Comunidades Autónomas a pesar de que
el volumen efectivo de competencias asumido por unas
y otras es distinto, sin que, por lo demás, se haya con­
sultado al Consejo de Política Fiscal y Financiera regulado
en el arto 3 c) de la LOFCA procediendo el Estado uni­
lateralmente a lá fijación del límite.

Tampoco hay garantía para las Comunidades Autó­
nomas de un porcentaje estable de la obligación total
de inversión de las Entidades de depósito, llegándose
con el Real Decreto que ahora se impugna a reducir
el porcentaje al 20 por 100 del 1 por 100 de los recursos
computables de dichas Entidades de depósito. E, incluso,
puede llegar a desaparecer o la posibilidad de que las
Comunidades Autónomas impongan obligaciones de
inversión, con lo que.queda patente la lesión del principio
de autonomía.

b) La conjunción de los arts. 2.1 c) Y 3.2 determina
que la Comunidad Autónoma Vasca no tenga compe­
tencia para determinar los activos en que pueden mate­
rializar sús obligaciones de inversión las Entidades de
depósito. En este sentido, los referidos preceptos regla-
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mentarios cercenan aun más la competencia autonómica
que. aun cuando indebidamente limitada a las Cajas de
Ahorro y a las Cooperativas de Crédito. reconoció el
arto 4 de la Ley 13/1985. pues ahora se excluyen a
las Cajas Rurales de las Cooperativas de Crédito respecto
de las cuales la Comunidad Au:tónoma puede determinar
activos computables. Ello mismo supone la extralimita­
Gión de las normas reglamentarias y. portanto. su incons­
titucionalidad. ya que existe una reserva de ley en lo
que atañe a la fijación de lo básico que. en este caso.
no se ha observado.

c) El arto 4.1 es idéntico al arto 7 del Real Decreto
2254/1985. impugnado ya por el Gobierno Vasco en
el conflicto núm. 359186. por lo que no cabe sino remi­
tirse a las alegaciones ya formuladas en dicho conflicto.

d) En cuanto al arto 5. párrafos segundo y tercero.
es c1.aro que prevén unas funcicmesde carácter ejecutivo
que no se justifican en nil'lguno .delo~ supu~~tos que
excepcionalmente permiten al Estado retener ésas facul­
tades. razón por la cual debe concluirse· que las atri­
buciones a favor del Banco de España y de la Dirección
del Tesoro y Política Financiera invaden la competencia
autonómica prevista en los arts. 10.26 y 11.2 a) del
EAPV.

C) Mediante ({otrosj). la representación del Gobierno
Vasco solicitó se acordaSe la acumulación del presente
conflicto al registrado con el núm. 359/86.

7. Por providencia de 21 de julio de 1987. la Sec­
ción Tercera de este Tribunal acordó admitir a trámite
el conflicto planteado; dar traslado de la demanda y docu~

mentos presentado~ al Gobierno'· de la Nación; dirigir
oficio al Presidente del Tribunal Supremo para conoci­
miento de la Sala de lo Contencioso-Administrativo a
losefectos. en su caso. de lo dispuesto en el arto 61.2
de la LOTC; oír al Abogado del Estado acerca de la acu­
mulación interesada; y publicar la incoación del conflicto
en el {(Boletín Oficial del Estado)) y «Boletín Oficial del
País Vasco» para general conocimiento.

8. Por providencia de 9 de septiembre de 1987, .
la Sección Tercera de este Tribunal acordó oír alas repre­
sentaciones procesales del Gobierno Vasco y del Gobier­
no Valenciano. así como al Letrado del Estado. acerca
de la acumulación de 105 conflictos 959 y 971/87 al
ya acumulado 359/86.

Tras el trámite de alegaciones. pOr Auto de 1 de octu­
bre de 1987. el Pleno de esteTribunalacordó acumular
losconflictosnúms. 959 y 971/87 al 359186. conce­
diéndose un nuevo plazo de veinte días al Abogado del
Estado para la formulación de alegaciones.

.9. Mediante escrito presentado el 30 de octubre
de 1987. el Abogado del Estado. en la representación
procesal del Gobierno de la Nación que la Ley le confiere,
formuló las siguientes alegaciones:

A) Tomando como punto de partida la plena cons­
titucionalidad del Título primero de la Ley 13/1985.
cuyos arts. 3 y 5 condicionan materialmente la adecua­
ción al orden constitucional de distribución· de compe­
tencias de la práctica totalidad de los preceptos del Real
Decreto 321/1987 objeto de conflicto. el Abogado del
Estado da respuesta a la pretendida inconstitucionalidad
de dichos preceptos en los siguientes términos:

.. a) En relación a los arts, 2.1 b) Y c) Y 3.2. así como
la Disposición transitoria del Real Decreto 321/1987,
la controversia se reconduce a la ya suscitada respecto
del arto 4.1 de la Ley 13/1985. pero lo cierto es que
el arto 3.2 de la misma Ley. expresivo de la competencia

,autonómica para ~on respeto a las normas estatales­
imponer el correspondiente subcoeficiente alas Entida-

des incluidas en su ámbito. priva de contenido a la impu­
tada inconstitucionalidad por omisión del arto 4.1 de la
Ley 13/1985 y de su desarrolloreglamentario.

Por otro lado. la exigencia del arto 2.1 c) en relación
a las Cajas Rurales. no prejuzga de ninglma manera su
naturaleza y sumisión a la competencia autonómica en
105 términos resultantes de los Estatutos y de la legis­
lación básica que delimita el alcance de la competencia
autonómica que. en su caso. aquéllos atribuyen.

Por último. en lo que atañe a la omisión de lanor­
mativa estatal de un subcoeficiente o porcentaje de inver­
sión obligatoria para los títulos calificados por las Comu­
nidades Autónomas y al diferente tratamiel'lto de 105
títulos emitidos por el Estado que. a juicio de 105 recurren­
tes. conlleva una discriminación para 105 títulos emitidos
por las Comunidades Autónomas. con infracción por ello
del arto 14.5 de la LOFCA. arguye el Abogado del Estado

.que el precepto reglamentario responde a la determi­
nación efectuada en la norma legal habilitante (art. 5.2.
primera proposición. de la Ley 13/1985). de manera
que la constitucionálidad de ésta implica la extensión
al reglamento del juicio material relativo a la constitu­
cionalidad de la Ley.

b) Respecto del arto 4.1. debe tenerse en cuenta
que no fija rentabilidades de 105 títulos emitidos por las
Comunidades Autónomas. sino 105 límites. máximo y
'mínimo. respetando 105 cuales la fijación concreta de
la rentabilidad para las operaciones calificadas por las
Comunidades Autónomas corresponde a éstas. Y debe
notarse también que este arto 4.1 se corresponde exac­
tamente con la habilitaciÓn legal contenida en el arto 3.3
dela Ley 13/1985,

Además. el establecimiento de 105 referidos límites
tiene cobertura en la competencia estatal resultante
del arto 149.1.11.a y3.a CE. lo que también se desprende
del propio arto 45.2 del EAPV. de manera que la técnica
utilizada en el arto 4.1 del Real Decreto controvertido.
aparece materialmente justificada en la necesidad de
establecer para el conjunto de las emisiones públicas
que salgan al mercado una efectiva coordinación res­
pecto a tipos de interés. En la medida conciliable con
tal exigencia. a la decisión autonómica se le reconoce
un margen que ha d~ ser suficientemente flexible para
adecuarse a sus propias políticas sectoriales; y de otro
lado. desde la incidencia que ello tiene en la política
monetaria. nada tiene de anómalo que sea el Tesoro
a través dél Banco de España y no el libre juego de
oferta y demanda quien determine las rentabilidades que
han de operar como punto de referencia. Por último,
dado que las diferencias de rentabilidad. efectiva que
puedan resultar de la aplicación de 105 preceptos exa­
minados provendrán. en definitiva. de ·Ias decisiones
autonómicas que fijen en concreto tal rentabilidad. el
sometimiento de esas decisiones a unos límites. ni supo­
ne negar a los títulos emitidos por las Comunidades Autó­
nomas la consideración de fondos públicos (art 41.3
EAPV). ni vulnera tampoco el arto 14.5 de la LOFCA.

c) La impugnación de 105 apartados segundo y ter­
cero del art.5 resulta infundada. una vez que reconocido
el carácter de competencias de gestión de las facultades
allí previstas. el funda.mento legal de esa atribución res­
ponde a la indisociabilidad de estas funciones de vigi­
lancia respecto de la ordenación básica del crédito,
debiéndose recordar que I.ma norma similar. la Dispo­
sición adicional primera de la Ley 31/1985. de 2 de
agosto. de regulación de normas básicas sobre Organos
Rectores de las Cajas de Ahorro. ha sido calificada como
norma básica .por el propio legislador (Disposición final
quinta de la misma Ley).

10. El 17 de febrero de 1988 tuvo entrada en el
Registro de este Tribunal un escrito pel Letrado de la
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Generalidad Valenciana, don Fernando Raya Medina. por
el que se planteó. en nombre y representación del Gobier­
no Valenciano y frente al Gobierno de la Nación, conflicto
positivo de competencia en relación con el Acuerdo del
Consejo de Ministros de 6 de noviembre de 1987. que
denegó la autorización solicitada por la Generalidad
Valenciana para emitir Deuda Pública. serie A, por un
importe de mil cincuenta y cinco millones. doscientas
mil pesetas. Por este escrito, registrado con el
núm. 263/88. se solicita de este Tribunal dicte sentencia
por la que se declare que la Generalidad Valenciana tiene
competencia para determinar que su Deuda Pública sea
computable en el coeficiente de inversión obligatoria de
las Cajas Rurales -concretamente. de las cooperativas
agrícolas con sección de crédito y cooperativas de cré­
ditos con registro obrante en la Consejería de Economía
y Hacienda-, declarando el referido Acuerdo nulo y sin
efecto, y todo ello por infringir el orden constitucional
de distribúción de competencias.

Los términos del conflicto y su fundamentación- jurí­
dica de acuerdo con el escrito de planteamiento. res­
ponden. literalmente, a las mismas consideraciones y
argumentos ya expuestos en el conflicto positivo de com­
petencia núm. 959/87. promovido por el Gobierno.
Valenciano frente al art. 3.2 en relación con el art.2.1 c),
ambos del Real Decreto 321/1987. de 27 defebrero.
pues el Acuerdo ahora impugnado se sustenta íntegra­
mente en lo establecido en dichos preceptos reglamen­
tarios. En consecuencia una vez que nada nuevo seaña­
de a lo argumentado con ocasión del referido conflicto
959/87. basta ahora remitirse alo ya expuesto en
el núm. 7 de los antecedentes de esta sentencia.

Mediante «otrosí)). seinteresó la acumulación del pre­
sente conflicto a los ya acumulados 359/86. 959/87
y971/87. .

11. Por providencia de 29 de febrero de 1988. la
Sección Segunda de este Tribunal acordó admitir a trá­
mite el conflicto planteado; dar traslado de la demanda
y documentos presentados al Gobierno de la Nación;
dirigir oficio al .Presidente del Tribunal Supremo para
conocimiento de la Sala de lo Contencioso-Administra­
tivo a los efectos. en su caso. de lo dispuesto en el
arto 61.2 de la LOTC; abrir trámite de aleg~ciones sobre
la acumulación de procesos interesada, y publicar ,la
incoación del conflicto enel «Boletín Oficial del Estado)) y
en el «Diario Oficial de la Generalidad Valenciana)) para
general conocimi,ento.

12. Mediante escrito presentado el 21 de marzo
de 1988. el Abogado del Estado, en. la presentación
procesal del Gobierno de la Nación que la Ley le confiere,
formuló las siguientes alegacio,:,es:

A) Con carácter preliminar; se señala que la parte
sustancial del ,escrito de formulación del presente con­
flicto reproduce el escrito conque el Gobierno Valen­
ciano promovió el conflicto núm. 959/87. Y se advierte.
asimismo, que la denegación por él Consejo de Ministros
de la autorización para emitir deuda de la serie A con
calificación de computable por las Cooperativas deCré­
dito con carácter de Cajas Rurales se produjo por no
ajustarse la petición de la Generalidad Valenciana a lo
dispuesto en los arts. 2.1 c) y 3.2 del Real Decreto
321/1987. a cuya suspensión no accedió el Tribunal
Constitucional en virtud de Auto de 1 de octubre
de 1987.

B) En cuanto al fondo del conflicto. puntualiza el
Abogado del Estado que la competencia estatal para
autorizar o no autorizar las emisiones autonómicas
de Deuda Pública está reconocida en el arto 14.3 de
la LOFCA; y. de otra parte. con cita de la STC 179/1987.
insiste en que la autonomía financiera de las Comuni-

dades Autónomas se encuentra sujeta a diversas limi­
taciones. entre otras. a las que resultan de las dispo­
siciones del art. 149.1.11.a y 13.a C.E.

Ello se plasma en el arto 56.2 del EA. de la Comunidad
Valenciana. al igual que•. por ejemplo. en el art. 45.2
del EAPV. respecto del cual, la STC 11/1 984 ya destacó
las limitaciones de la facultad autonómica de emisión
de Deuda; limitaciones resultantes de la ordenación
general de la política creditica y de la necesaria coor­
dinación con el Estado. lo que justifica la previsión de
la correspondiente autorización estatal.

En el presente caso. la parte promotora del conflicto·
no controvierte la competencia para autorizar o no auto­
rizar fundadamente Ja emisión de Deuda autonómica.
y tampoco niega que la fundamentación de la dene­
gación se asentó en unas normas estatales plenamente
vigentes [arts. 2.1 c} y 3.2 del Real Decreto 321/1987].
Antes bien. lo que únicamente se discute es la com­
petencia .estatal para dictar esos dos preceptos regla­
mentarios. con lo que el conflicto es un 'conflicto indi­
recto, pues la violación del orden de competencias no
se imputa al acto -denegación de autorización- con
el que se traba. sino a unas normas reglamentarias de
lasque el acto impugnado hace aplicación y que estaban
plenamente vigentes cuando se dictó la resolución obje­
to de la actual pretensión conflictual.

La consecuencia es que. si bien no puedeconside­
rarse mal trabado el conflicto a la luz del arto 63.2 de
la LOTC. sí concurrían circunstancias especiales en este
supuesto que hacían innecesario el conflicto. De una
parte. porque al ser una reiteración innecesaria del con­
flicto núm. 959/87. si este conflicto. acul"Dulado con
otros dos. se falla a favor del Estado, lo mismo habrá
de hacerse en el ahora planteado. Pero, de otra parte.
si el conflicto núm. 959/87 se falla a favor de la Comu­
nidad Valenciana. no por ello el presente conflicto habrá
de fallarse necesariamente también a su favor. Sólo suce­
derá así si las normas del Real Decreto 321/1987, fueran
declaradas inválidas y tal declaración tuviera por nece­
saria consecuencia el hacer conforme a derecho «la con~

diciónde computabilidad» con que se pidió la autori­
zaCión para emitir los 1.052.200.0.00 pesetas de la
Serie A Pero en esa hipótesis. aun sería exigible que
el Gobierno Valenciano hubiera llegado a emitir Deuda
de la Serie A. lo cual no consta que haya sucedido. una
vez que no accedió a reproducir una nueva solicitud
excluyendo la aludida condición de computabilidad. Por
ello, dadas estas circunstancias. habría que COnsiderar
más fundado un fallo a favor del Estado. en virtud de
que el acto denegatorio de la autorización estaba ampa­
rado en el arto 14.3 de la LOfCA y en la aplicación de
normas plenamente vigentes en el momento de dictarse.

C)' Dando por reproducidas las alegaciones formu­
ladas en los conflictos núms. 959 y 971/87. concluyó
el Abogado del Estado suplicando de este Tribunal Cons­
titucional dicte sentencia declarando que el acto contra
el que se dirige el conflicto no violÓ el orden consti­
tucional de competencias.

13.' Por Auto de 26 de abril de 1988, el Pleno del
Tribunal acordó la acumulación del conflicto registrado
con el núm. 263/88 a los ya acumulados registrados
con los núms. 359/8(). 959/87 Y 971/87.

14. Por Auto de 9 de febrero de 1993 se tuvo por
desistida a la Comunidad Autónoma de Cataluña de los
conflictos de competencia núms. 319/86 y 964/87,
en su día acumulados a-los presentes.
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. 15. Por· providencia de 9 de marzo de 1993. se
acordó señalar el día 11 del misrr\o mes y. año para
deliberación y vot~ción dela presenteS!,!nt.enci~.

11. Fundamentos jurídicos

1. Los cuatro. conflictos. positivos·· de c~petencia

acumulados; planteados el primero- (núm;359/86}c en
relación a determinados preceptos del' RealDecreto
2254/1985, dictado en desarrollo delTítulolde la Ley
13/~ ~85.los dos siguientes (núms.959y 971/87) con
ocaslon de otros fantospreceptos. del posterior Real
Decreto 321/1987 que derogó a aquél. y el último de
ellos (núm. 263/88) promovido ante un Acuerdo del
Consejo de Ministros que denegó la autorización soli­
citada por la Generalidad Valenciana para emitir Deuda
Pública. Serie A,en una determinada· cuantía. suscitan
idéntica problemática alaque.se.desarmlló en los recur­
sC?s de inconstitucionalidad, núms.800 y801/85 contra
dIversos preceptos del señalado Título I <de la
Ley 13/1985. . .

En efecto. se reproducen <:ihora. en lo sustancial.simi­
lates alegaciones en cuanto a la vulneración por las nor- .
mas reglamentarias controvertidas del principio de sufi­
ciencia de los ingresos de las haciendas autonómicas
que e.~cuentra coberturaen elart. 1.5€j.l C.E. yseinsiste!
tamblen, en que con esta normativa. que trae directa
causa de la Ley 13/1985, alas Comunidades Autóno­
mas se .Ies discrimina. ya que las posibilidades de que
lleguen a obtener una financiación adicional a través
delcrédito yladeuda pública son mucho más limitadas
y. por tanto.·notablem~nte desigua!es. que las que
el Estado se ha reservado. vulnerándose con ello el
principio de solidaridad y .aun otros preceptos. como
el art 14.5 de la LOfCA.

~Ues bien. todos estos .. motivos. expuestds por el
~obler~o \fasc? corr\o fundamento de la pretendida
Inconstltuclonahdad de los arts. 4.1 y 5.2. inciso primero.
de la Ley 13/1985. fueron ya examinados y rechazados
en nuestra STC 135/1992y. por idénticas razones tam­
bién deben serlo en este mdmento. descartando ~sí el
menoscabo de las competencias

c
autonómicas que se

a.chaca a buena parte de los preceptos de· los Reales
Decretos controvertidos. como es el caso. concretamen"
te, de los arts. 4.1a) -excepto el párrafo segundo­
y b). en relación con el arto 2; 5.1 Y 4; Y 7.1 Y 2. todos
del Real Decreto2.254/1985;y. asimismo. el de los
arts. 2~ 1 b)yc). en relación con el art. 3; 3.2; 4.1; Y
disposición transitoria. del posterior Real Decreto
321/1987. C

2. Antes de proceder al examen· singularizado de
los preceptos reglamentarios controvertidos. debe adver­
tirse que el Real Decreto 2.254/1985 fue derogado por
el Real Decreto 321/1987. Esa derogación se produjo
al m9dificarse por el Gobierno. en ejercicio de la potestad
reglamentaria que le corresponde (art.97 C:E.) y, más
específicamente, de la habilitación contenid¡;¡ en la propia
Ley 13/1985 (arts. 3 y 5). los niveles de inversión obli­
gatoria de las Entidades de Depósito. reduciendo esos
niveles una vez que los coeficientes previstos por el Real
Decreto 2.254/1.985 determinaban una afectación de
fondos de las referidas Entidades mal conciliable con
el objetivo de liberalización efectiva del sistema finan­
ciero. Por ello. la finalidád de la reforma no consistió
en alterar sustancialr:ne':!te, en .su configuración prece­
dente. las reglas y cntenos generales de ordenación de'
las lIam~~as i~versiones obligatorias de las Entidades
de DepOSito•.smo en atenuar esas obligaciones inver­
soras. procedIendo. pues. tal como se advierte expre­
samente en el propio preámbulo del Real Decreto
321/1987. a «... devolver al mercado la financiación

d.e los sector~s todavía amparados por el tramo de inver­
sl.o.nes ~spe~la le~:en el convencimiento de que esta defi­
nItlvahberahzaclonde los circuitos privilegiados redun­
d.ar'á. f;lnb.enéficio de la eficacia del sistema sin perturbar
Significativamente él funcionamiehtode Ipssectores has­
ta ahora beneficiados por el tramosuprimidQ)l.

.De ~s~e modo. y .dado .que también los preceptos
y losmotiVos en.9ue se sustentan las controversias plan­
teadas por relaclon a las dos normas reglamentarias son
en lo sustancial coincidentes, manteniéndose por los pro­
motores de los conflicto.s una disputacompetencial que
presenta. caracteres homogéneos. es claro qué ninguna
relevanCia ha de tener a los efectos de la .resolución
de la misma el hecho de la derogacióndel Real Decreto
2.254/19~5 por el Real Decreto 321í1987. Si. con
carácter más general. ya hemos: in<;Jicado' (entre .otras.
STC 1~211988 .. fundamento jurídiGol.°) que. «tratán­
<;Jase. de una di~puta viva•. la fun.ciónde preservarlos
amblto~.r~spectlv9s .de competencia 00 puede· quedar
a~tom~t~camenteenervada por la mpdific<lciónde las
d!sposlcJOJl~S cuya adopción dio lugar al litigio cuando
dichos ambltos c~mpeteríciales exigen aún. ,porque así
lo deman.dan las partes. unadeterminación jurisdiccional
quedeclélre -constatando si se verificó ono la extra­
li.mit?cipn competencialdenunciada- su definición cons­
tltu~lOnaly estatutariall.enelpresente caso. la identidad
de los fundamentos. en que se asienta la· pretendida
inconstitucionali.dad de los preceptosde una y otra nor­
ma. reglame~tana -por cuanto la modificación operada
por la postenor norma de derogación permite mantener
y reproducir en su .integridad. cOrno· así ha sucedido
los términos en que se planteó la inlcialcontroversi~
es una circunstancia añadida que no sólo elimina cual­
quierobjeción a la neceSidad de un pronunciamiento
resP!'!~todejos preceptos del Real Decreto 2.254/1985'
cuestlon~os.sino que. P9rel contrario. aconseja su exa~
men conjunto con los arialogos del posterior Real Decre­
t0321/1987.

3.. Para las Comunidades impugnantes, el juego
combmado de los arts. 4.1 a) -excepto el párrafo segun­
do-- y b). en relación con el arto 2; númer() 8. y5. 1
y 4 del Real Decreto 2.254/1985. determina una clara
I~sió~ de su autonomía financiera y del principio de sufi~
ciencia. de recurso~ (arts. .1 q6.1 .. CJ.. y 2.1.d) .LOFCA1.
pues no se establece un porcentaje mínimo o subcoe­
ficiente de inversión obligatoria para los activos califi­
ca~,?s por éstas. previénd<;>se.únicamenteel porcentaje
maxlmp al que podrá llegar la adqUisición voluntaria de
tales tltulos. EUo conlleva. además. una discriminación
paralas ComunidadesAutémomas porrelación al Estado.
ya que en el casode la De.uda del Estado y del Tesoro
y de IQ,sPagarés eJel Tel'¡oro. sí se fijan
(<;Ir!., 5.4) los corr~spondientes niveles mínimos de adqui­
slcl<:npor las Entidades de Depósito. lo que resulta con­
trano al art.14.5 de la LOFCA.,por último, la autonomía
financierá taml:)ién queda gravemente-lesionada al cir­
cunscribirsela ímpugnaciqn de los activos calificados
por las Comunidades Autónomas a ·Ios coeficientes· de

. ~~jas de Ahorros y Cooperativas de Crédito. con exclu­
slon de las restantes Entidades crediticias.

Estos mismos reproches. como ya hemos anticipado.
se formulan en los conflictos núms. 959 y 971. todos
de 1987. a los arts. 2.1 b) y c). en relación el arto 3;
3.2; 4.1; 5. párrafos 2 y3; y disposición transitoria. todos
del Real.!?ecreto 321/1987. e. igualmente. se alegaron
~n .relaclon con los correlativos arts. 4.1 y 5.2. primer
inCISO. de la Ley 13/1985. razón por la cual, en este
momento. no cabe sino reiterar sintéticamente las con­
clusiones a las que llegamos en los fundamentos jurí­
dicos 4.°.8.° Y 9.° de la STC 135/1992:
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a) Así, en lo que atañe al hecho de que la Ley y
ahora las normas reglamentarias limiten la competencia
de las Comunidades Autónomas a la calificación de acti­
vos únicamente imputables en los coeficientes de inver­
sión de las Cajas, de Ahorro y Cooperativas de Crédito,
ya se ha precisado en el fundamento jurídico 4.°, ;n fine,
de la STC 135/1992, que ccel tratamiento especial de
estas Cajas y Cooperativas encuentra Su fundamento
no sólo en su más íntima vinculación con las Comu­
nidades Autónomas, sino también en sus rasgos dife­
renciales, muy acusados 'en algunos aspectos, respecto
de la8anca,no obstante sus semejanzas en otros, tam­
bién notóriasn, de manera que la referida normativa,
ce... que por definición tiene carácter básico, ofrece una

,regulación peculiar que está en consonancia con el título
habilitante de la competencia (art. 149.1.11.a de la Cons-

, titución) y además con la distinta configuración de una
y<otras Entidades desde el propio Texto constitucional,
así como lamayor intensidad de las competenciascomu­
nitarias al respecton. De este modo, si en aquella ocasión
se concluyó que ccno hay pues una' exclusión indebida
o irrazonable y por tanto carece de consistencia sufi­
ciente el reproche'de inconstitucionalidad por omisión
que se dirige al precepto analizadon, idéntica conclusión
debe mantenerse ahora.

b) Por lo que respecta a la lesión de la autonomía
financiera por no garantizarse un porcentaje mínimo o
subcoeficiente de inversión, obligatoria, también en la
STC 135/1992, fundamento jurídico 8.°, advertimos que
tal alegato presenta cC(Jna carga argumental totalmente
abstractan, pues ({en ningún momento se demuestra que
la nueva regulación ponga en peligro el principio de sufi­
ciencia económica de recursos, que en la realidad es
algo muy concreto y dependiente de muchas variablesn,
añadiendo que, si bien no se garantiza la efectiva adqui­
sición de activos concretos tampoco se prejuzga que
tal cobertura no se' materialice; con lo que, ádemás, ccel
criterio funciona en el sentido más ventajoso' para la
libertad, bien es yerdad que muy relativizada, de losest,a- '
blecimientos de crédito y, por ello, su encaje en el con­
texto constitucionales más holgado si se piensa que
se trata de operaciones de crédito privilegiadas, cuya
existencia restringe la autonomía de los obligados aun
cuando en función del interés general prevalente,'.

En consecuencia, el mero&iler'leio de la L~y y de las
normas· ft3glamentari;;isen ,orden' a garantizar "un por­
centaje mínimo de adquisición de, activos cuando lo que
se hace es abrir la posibilidad' de que esa adquisición
llegue a un límite máximo. es prueba inequívoca de que
lo que constituye b¡:¡se de la materia es ese porcentaje
máximo -que puede" no obstante, modificarse por el
Estado, titular de la competencia- y no la fijación, dentro
de ese máximo, de un porcentaje mínimo. La hipótesis,
por ello mismo, sobre la que se sustenta la controversia
no tiene porqué llegar a plantearse, al no quedar pre­
juzgada la posibilidad de que el porcentaje máximo no
vaya a ser efectivamente cubierto por los coeficientes
de inversiÓn de las entidades de crédito afectados.

Pero es que, aun cuando ello sucediese, las normas
seguirían siendo inobjetables. Es evidente que al Estado
le corresponde la competencia exclusiva para la previsión
y ordenación del coeficiente de inversión
(art. 149.1. 11.a C.E.), de manera que la reducción -o
incluso supresión- de dicho coeficiente en modo alguno
determinaría una extralimitación competencia!. sin que
por ello tampoco quedara lesionada la autonomía finan­
ciera de las Comunidades Autónomas, pues. si bien resul­
ta complemento inexcusable de la misma la suficiencia
de los recursos que permitan a las Comunidades Autó­
nomas el ejercicio de las competencias que les han sido
atribuidas [arto 2.1 d) de la LOFCA], dicha 'suficiencia

debe quedar enmarcada. como concepto relativo que
es, en el marco de las posibilidades reales del sistema
financiero del Estado en su conjunto y de las diversas
fuentes de financiación, entre las cuales se ha previsto,
en efecto, ceel producto de las operaciones de crédito»
[arts. 157.1 d) C.E. y 4.1 f) LOFCA]. Todo esto lleva
a reconocer que la posibilidad de que las Comunidades
Autónomas puedan acceder al crédito -como una más
de las fuentes de financiación para el ejercicio de las
competencias- en unas condiciones parCialmente más
limitadas o menos ventajosas que las existentes hasta
ese momento, en forma algurla puede ocasionar la vul­
neracióndel principio de autonomía financiera y de sufi­
ciencia de ,los recursos económico-financieros, ya que
sólo en atención al conjunto de los recursos de que
puedan disppner y de ,las competencias que les han sido
atribuidas, así como de los serviCios que gestionan, y
dentro siempre de las reales disponibilidades económi­
cé!s d~ un sistema globalmente presidido por el principio
de solidaridad entre todos los españoles, podría encon­
trar algún fundamento semejante imputación.

En este mismo orden pe -consideraciones~si bien ya
más específicamente, debe señalarse que la modifica­
ción efectuada por el arto 2.1 c), en relación con' él
arto 3.2, ambos del Real Decreto 321/1987, determi~

nante de que soq,re las Cajas RuraJes no recaiga obli­
gación alguna de invertir en activos calificados por las
Comunidades Autónomas, de manera que si lo hacen
lo será voluntariamente, no lesiona, ni vacía de contenido
las competencias autonómicas sobre Cajas Rurales,pues
esas competencias no alcanzan a la or<;jenación del coe­
ficiente de inversión ni la'competencia exclusiva del Esta­
do sobre el mismo queda condicionada por aquéllas.
Consecuentemente, deben ser también rechazadas las
específicas imputaciones de inconstitucionalidad que en
los conflictos núms.959 y971 de 1987 se realizan
al arto 2.1 c), en relación con el 3.2, del Real Decra-,
to 321/1987.

c) Por último, la. discriminación'e infracción del arto
14.5 de la LOFCA, que dimanaría del hecho de que el
Estado sí se garantiza a sí mismo ese porcentaje mínimo
qUe a las Comunidades Autónomas niega, también fue
objeto de análisis en la STC 135/1992, fundamento
jurídico 9.°, llegándOSe a la conclusión, que ,debe ahor,a
igualmente reiterarse, de que Clen ningún caso, pues la
equiparación de las Deudas Públicas prefigura, condi­
ciona, limita o impide cualquier medida que a su uti­
lizaciónse refiera, aspecto extrínseco desligado del régi­
men jurídico y más propio de la política económica gene­
ral, incluida su vertiente financiera, indisolublemente uni­
da a aquélla». Por ello, c(en tal 'actuación tiene sentido
el establecimiento de la obligación de invertir en' deter­
minados valores por las entidades de crédito, a través
de coeficientes y subcoeficientes, con un orden de pre­
lación", pues celos intereses de cada Comunidad Autó­
noma no pueden prevalecer sobre las necesidades más
generales que el Estado financia por medio de aquellos
títulos", lo que justifica el carácter básico de la fijación
de un orden de prioridad o preferencia para lasuscripción
de valores computables en el coeficiente de fondos públi-

- cos, tal como, por lo demás, ya se advirtió temprana­
mente en la STC 1/1982, fundamentos jurídicos 4.°
y 5.°.

No hay; por tanto, 'ni infracción del aft. '14.5 de la
LOFCA, ni discriminación alguna, dado que la adscripción

'. de un subcoeficiente a cubrir exclusivamente con títulos
de Deuda Pública de! Estado y del Tesoro «refleja su
relación con eldéfidt presupuestario que exige medidas
adecuadas para cubri'¡o, como exigenciaine!udible de
una necesidad general, común al Estado y a sus corn-
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ponentes. las Comunidades. que también lo son» (STC .
135/1992. fundamento jurídico 9.0

• in fine).

4. Los arts. 7.1 y 2 del Real Decreto 2.254/1985.
y 4.1 del Real Decreto 321/1987. impugnados por el
Gobierno Vasco. tampoco suponen una limitación o
menoscabo injustificado de las competencias autonó­
mi'cas. pues. no puede formularse tal imputación a unas
previsiones que, de acuerdo con la habilitación contenida
en elart. 3.3 de la Ley 13/1985, se ciñen a fijar los
límites máximos y mínimos dentro de los cuales corres­
ponde a las Comunidades Autónomas la fijación concreta
de la rentabilidad de los títulos por ellas fijados como
computables. Similares razones a las expuestas en el
fundamento jurídico precedente descartan, por ello mis-

o mó, la pretendida lesión de la autonomía financiera de
las Comunidades Autónomas y la dis.criminación que por
relación a la rentabilidad incondjcionada de la Deuda
del Estado y del Tesoro y de los títulos de Crédito Oficial .
se denuncia.

5. El carácter ejecutivo de las facultades que en
losarts~ 8.3 del Real Dacreto 2.254/1985, y 5, pár'rafos
2.0 y 3.0

, del Real Decreto 321/1987 se atribuyen a
la Dirección General del Tesoro y flolítica Financiera y,
sobre todo, al Banco de España no determina extrali­
mitación competencial alguna del Estado, ni por ello,
vulneración de las competencias que en la materia
corresponden al Gobierno Vasco. Esas facultades están
directamente vinculadas a la ordenación básica delcré­
dito-en concreto, al mantenimiento de los coeficientes
de inversión y de caja-, sin que el hecho de que se
trate de funciones estrictamente ejecutivas desapodere·
al Estado de la competencia para su adopción. La doc­
trina d~ las SSTC 135/1992. fundamento jurídico 3.0

,

y 17871992, fundamento jurídico 2.0
, sobre la inclusión

en la competenciáestatal sobre las bases de la orde­
nación del crédito de aspectos puramente ejecutivos,
así como sobre la singular posición del Banco de España,
como asesor del Gobierno de la Nacióny ejecutor inme­
diato de su política monetariaycrediticia, dada suespe­
cialización técnica, debe ser reproducido aquí una vez
más, lo que conduce .a rechazar las imputaciones de
inconstitucionalidad formuladas.

,
6. Finalmente, ia pretensión deducida por la Gene­

ralidad Valenciana en el' conflicto positivo de compe­
tencia núm. 263/88, promovido ante la denegación por
el Consejo de Ministros· de la autorización para emitir
Deuda Pública de ~a serie A con la calificación de com­
putable por las Cajas Rurales, tampoco puede prosperar
una vez reconocida la adecuación al orden constitucional
de distribución de competencias delart. 2.1 c) en rela­
cióncon el arto 3.2 del Real Decreto 321/1987 y la
constitucionalidad también del arto 14.3 de· la LOFCA.
que son los preceptos en los que se fundó la denegación
de la'· autorización solicitada. En suma, lo que' en este
conflicto se suscita es una mera reiteración de lo plan­
teado por la propia Generalidad Valenciana en el con­
flicto positivo de competencia núm. 959/87 respecto
del arto 2.1 c)en relación con el arto 3.2 del Real Decreto
321/1987, por considerar que la no previsión de que
los activos calificados por las Comunidades Autónomas
-y. en concreto. la emisión de Deuda Pública~ serán
computables en el coeficiente de inversión obligatoria
de las Cajas Rurales vulnera la autonomía financiera de
la Comunidad Autónoma, determina una discriminación
por relación al trato dispensado a los activos determi­
nados por el Gobierno Central -y, en particular, a la

. Deuda Pública estatal. a pesar de los términos del
art 14.5 de la LOFCA- y, en fin. desconoce la com­
petencia autonómica sobre las Cajas Rurales.

Sin· embargo. esta identidad en la pretensión y en
los motivos en que se funda. permite que las conside­
raciones expuestas en los fundamentos jurídicos ¡)re­
cedentessean suficientes para rechazar el planteamiento
de la Generalidad Valenciana y, consecuentemente,
desestimar la pretensión deducida.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE lE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar los presentes conflictos positivos de com­
petencia y, en su virtud:

1.0 'Declarárquelas disposiCiones y actos impug­
nados no son contrarios al orden.constitucional de dis­
tribución de competencias.

2.0 Declarar que las competencias controvertidas
corresponden al Estado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a once. de marzo de mil novecientos
noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo­
Ferrer.--Luis L9pez Guerra.-Ferñando García-Mon y Gon­
zález-Regueral.-earlos de la Vega Benayas.-Eugenio
Díaz Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente Gimeno
Sendra......,José Gabaldón López.-Rafael. de Mendizábal
Allende.-Julio Diego GonzáJezCampos.-Pedro Cruz
Villalóh.-earles Viver Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

Pleno. Sentencia 88/1993, de 12 de marzo.
Recurso de inconstitucionalidad 1.392/1988.
Promovido por el Gobierno de la Nación con­
tra la Ley de las Cortes de Aragón 3/1988,
de 25 de abril, sobre equiparación de los hijos
adoptivos. .Votos particulares.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presidente;
don Luis López Guerra, don Fernando García-Mon y Gon­
zález-Regueral. don Carlos de la Vega Benayas. don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo. don Vicente
Gimeno Sendra. don José Gabaldón López, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio' Diego González Ca'm­
pos, don Pedro Cruz Villalón y don CarlesViverPi-Sunyer,
Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm; 1.392/88,
promovido por la Abogacía del Estado, en representación
del Presidente del Gobierno, contra la Ley 3/1988. de
25 de abril. de las Cortes de Aragón, sobre equiparación
de los hijos adoptivos ((Boletín Oficial de Aragónll núm.
44, de 29 de abril). Han comparecido las Cortes y la
Diputación General de Aragón. Ha sido Ponente el Magis­
trado don Alvaro Rodríguez Bereijo, quien expresa el
parecer del Tribunal.

1. Antecedentes

1. Con fecha 29 de julio de 1988, la Abogacía del
Estado presentó ante este Tribunal. en la representación


